Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial-Necochea.

R.I. N° 20(S)
En la ciudad de Necochea, a los  UN       días del mes de marzo de dos mil once, reunida la Cámara la Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal, en acuerdo ordinario a efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “Garcia Rujas, Demetrio c/Rasmussen, María Laura y otros s/Desafectación del bien de familia” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial, resultó del mismo que el orden de votación debía ser el siguiente: Señores Jueces Doctores Humberto Armando Garate, Fabián Marcelo Loiza y Oscar Alfredo Capalbo.  



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S



1ª ¿Es justa la sentencia de fs. 40vta.?.



2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde?.



A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



I. A fs.40vta., el Sr. Juez de grado resolvió hacer lugar al incidente de desafectación de bien de familia iniciado por Demetrio Garcia Rujas con relación al inmueble cuya nomenclatura catastral  es la siguiente: Cir. I, Sección G, Manzana 8, Parcela 5-g, Subparc. 39, UF 39, Polígono 09-03, Inscripción de Dominio: Matrícula n°2200-39, embargado en los autos caratulados “Garcia Rujas Demetrio c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro Ejecutivo”, debiendo librarse el correspondiente oficio al registro de Propiedad Inmueble. Con costas al incidentado vencido” (fs. 40vta.).  



Tal decisión fue apelada por los condenados (fs. 42 y 43) concediéndose en relación dicha impugnación (fs. 45); seguidamente se acompañan las memorias respectiva (fs. 46 y 47/49).   



II. Ambos recurrentes atacan este decisorio; en tanto, la sra. María Laura Rasmussen adhiere a los argumentos vertidos por el Sr. Rafael Oscar Rasmussen en sus agravios. 



Aquellos, en prieta síntesis, sostienen que se ha omitido dar tratamiento adecuado a sus defensas; así explican que de las constancias de los autos principales surge que la obligación no fue contraída por los ejecutados, aseverando que la obligada fue la Señora Salanueva –actualmente fallecida-.



Luego, critican la conclusión del a-quo en cuanto a la fecha de constitución del bien de familia asegurando que aquél data del año 1995. Del mismo modo, arguye que el inmueble en cuestión fue adquirido por el Sr. Rafael O. Rasmussen “con dinero proveniente de la venta de una fracción de campo adquirida por herencia de mis padres” insistiéndose en que nunca ha firmado documento alguno o ha sido condenado en los autos “Garcia Rujas, Demetrio c/Rasmussen, María laura y otros s/Cobro ejecutivo”. Continúa su relato, expresando que la fecha de creación del documento cambiario –base de la ejecución señalada- fue adulterado y que tales defensas deben tratarse en esta instancia. 



Mas tarde, remarca que el deudor y el beneficiario del bien de familia no son la misma persona, concluyendo que debe revocarse la sentencia de grado. Hace reserva del caso federal.



III. La sentencia de grado debe revocarse.



A. En principio, estimo que el recurso cumple mínimamente con las exigencias del art. 260 del CPCC; ello “en el amplio entendimiento del derecho de defensa así como la amplitud de criterio que mantiene este tribunal en materia de consideración de la sustanciación del recurso de apelación” (este Tribunal, expte. 426, Reg. int. (S) del 14/12/2009 entre otros. Idem expte 640, Reg. Nº 640 (S) del 19/5/2010, expte. 766, Reg. 75 (S) del 5/10/2010), cabe abordar las cuestiones traídas. 



Debo señalar también que sólo examinaré las defensas pertinentes conforme el objeto procesal de estos obrados (arts. 34 inc. 4, 246 y 164 CPCC). Pues, la pretensión aquí ventilada tiende a desafectar el inmueble alcanzado por el régimen de bien de familia (ver demanda fs. 14/15) excediendo el ámbito de la presente litis las consideraciones relativas a la forma o habilidad del título base de la ejecución que originara la condena pecuniaria; cuestión que por otro lado, ha sido dirimida  oportunamente en el proceso respectivo (ver sentencia de fs.146/149 y fs. 166, expte. 24.402, “Garcia Rujas, Demetrio c/Rasmussen, María L y otros s/Cobro Ejec.”, que corre por cuerda).  



Es que “la conformidad entre la sentencia y los escritos de constitución del proceso en cuanto a la persona, el objeto y la causa es ineludible exigencia de cumplimiento de principios sustanciales del juicio relativos a la igualdad, bilateralidad y equilibrio procesal, toda vez que la litis fija los límites de los poderes del juez. Cuando se supera ese ámbito de actuación se produce el quebrantamiento del principio de congruencia” (SCBA, Ac. 70972, sent. del 6-12-2000; Ac. 83161, sent. del 9-12-2004).



Asimismo, advierto el tono impropio utilizado por el letrado recurrente (fs. 47/49), quien debe recordar “que la firmeza y energía que un abogado emplee en sus alegatos deben estar dirigidos a refutar los fundamentos del fallo tenidos por erróneos, no en cambio, de modo que directa o indirectamente impliquen menoscabo de la persona o investidura del funcionario interviniente (conf. Disuelta Cámara Departamental, reg. int. 8 (S) 21-3-91; ídem Expte. 3035, reg. int. 151 (R) 9-06-1998); por consiguiente, propongo llamar la atención del letrado Dr. Adrian Kurz (arts. 35 del CPCC y 74 Ley 5827).



Por último, observo diferencias en la posición jurídica de ambos recurrentes, no sólo en cuanto a la oportunidad de debate en el proceso ejecutivo que antecede la cuestión sino en la diferente calidad de ambos demandados.

   

B. Con estas aclaraciones, recordemos que “la institución del bien de familia responde a un doble objetivo: económico uno y tendiente a la conservación de una parte del patrimonio dentro del núcleo familiar; social el otro, al propender al mantenimiento de la familia bajo un mismo techo" (SCBA, Ac. 36768, sent. del 18/11/1986; AyS 1986-IV-86). 



Pues aquél es “una institución jurídica del derecho de familia patrimonial y, por lo tanto, del derecho civil; concerniente a un inmueble urbano o rural ocupado o explotado por los beneficiarios directamente, limitado en su valor; el que por destinarse la servicio de la familia goza de inembargabilidad, es de restringida disponibilidad, se encuentra desgravado impositivamente y subsiste en su afectación después del fallecimiento del titular del dominio” (conf. Peralta Mariscal, L. en “Régimen del bien de familia”, pág. 38, Edit. Rubinzal-Culzoni, año 2005).



Por ende, su defensa “es imperativo constitucional” (SCBA, Ac. 66663 S 23-12-2002; ídem Ac 36772B S 3-2-1987) en tanto “la hermenéutica del régimen del bien de familia ha de atender más que a la redacción legal del texto -interpretación exegética- a la índole misma de la institución, a las causas sociales que le dieron origen, y al contenido permanente e intrínseco que le ha conferido un lugar en la sistemática civil de los pueblos -interpretación finalista-“ (SCBA, Ac 76244 S 14-4-2004). Es que “el régimen tuitivo de la ley 14.394 (art. 34 a 50), debe ser interpretado sistemáticamente con las directivas de la Constitución y las de los Tratados de Derechos Humanos con rango constitucional (art. 75 inc. 22, Constitución Nacional) (Señalado en el apartado 1° del despacho de lege data de la Comisión 4 de Derechos Reales de las XX Jornadas Nacionales de Derecho Civil celebradas los días 22, 23 y 24 de septiembre de 2005 en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires).



Puntualicemos también que el planteo efectuado busca la inoponibilidad del régimen tuitivo (SCBA, Ac. 50.969, sent. del 9/5/95; en este mismo sentido, autores como Bossert, "Régimen Jurídico de los Alimentos" n° 572; Zanoni, "Derecho Civil, D. de Familia, t. I, n° 417) y no la desafectación misma, pues ello sólo es procedente en los supuestos expresamente previstos (art. 49, Ley 14394) extinguiendo los efectos erga omnes del instituto.   



Por último, entiendo que dicha tutela implica “que el inmueble afectado es insuceptible de ejecución y de embargo por las deudas que contraiga su titular…” (conf. Peralta Mariscal, L., ob. cit., pág. 69). Remarcándose como objeto de la protección a la familia del propietario del inmueble (art. 36 Ley 14.394) quien es el único habilitado para constituir dicho régimen sobre el inmueble de su propiedad (art. 43 ley 14.394)    

C. Bajo tales premisas, la sentencia hoy cuestionada ordena desafectar un inmueble urbano del régimen de bien de familia cuya titularidad recae íntegramente en el Sr. Rafael Oscar Rasmussen (informe de dominio indica 100% a favor de éste último, ver fs. 7), quien adquirió el bien hallándose casado con la Sra. María Graciela Salanueva (fs. 7).



Esta última, suscribió un pagaré por la suma de dólares once mil (U$s 11.000.-) (ver fs. 146, 125/135 de expte. 24.402 “Garcia Rujas, demetro y otros c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro ejecutivo”, que corre por cuerda).   



Fallecida la Sra. Salanaueva, tanto su hija como el sr. Rafael Oscar Rasmussen fueron declarados herederos (según Declaratoria obrante a fs. 63 del 15/10/02, de expte. 19.262 “Salanueva María Graciela s/Sucesión Ab-intestato” que corre por cuerda) aunque cabe anticipar, en relación al inmueble de marras la Sra. María Laura Rasmussen desplaza a su padre conforme se consignará seguidamente. 



Ante esta situación, el actor promovió demanda ejecutiva condenándose al pago únicamente a la sra. María Laura Rasmussen en virtud de su carácter de heredera  (ver demanda fs. 8vta. y fs. 146/149 de expte. 24.402, que corre por cuerda) embargándose en aquél proceso el inmueble aquí en litigio. 


D. Ingresando en los agravios, entiendo que la situación jurídica que exhibe la sra. María Laura Rasmussen es diferente a la de su padre. Pues ella fue la única ejecutada y condenada en el proceso ejecutivo (ver fs. 8vta. y 146/149 de expte. 24.402, que corre por cuerda) heredando sólo el 50% de la porción indivisa del inmueble tutelado, razón por cual no se debió embargar la totalidad de aquél en tanto la restante porción del inmueble pertenecía al cónyuge supérstite, quien resultó ajeno a dicha ejecución (arts. 17 C.N. y 212 inc. 3 CPCC, a contrario sensu).



Frente a ello, el debate debió ceñirse a la posibilidad de embargar y subastar esa porción indivisa atento la vigencia de la protección del bien de familia que aquél inmueble ostenta.   



 Tal cuestión se vinculará al contenido de la adquisición hereditaria integrada por el conjunto de titularidades transmisibles de la causante, que como universalidad iuris adquiere una significación especial pues lo es “sin consideración a su contenido especial ni a los objetos de esos derechos” (art. 3281 C.C. y su nota).  



Ella comprenderá la transmisión de los derechos activos y pasivos que componían el patrimonio de la causante (art. 3279 del C.C.) en la extensión y cualidad de que estos tenían para su titular (art. 3270 C.C.). No obstante, la responsabilidad de la sucesora alcanzará únicamente su porción hereditaria transmitida (arts. 3278, 3282, 3491 y 3492 del C.C.). 



En autos, hasta el día 1/9/2000 fecha en la cual falleció la Sra. Salanueva la deuda reclamada alcanzaba únicamente su patrimonio (art. 5 ley  ley 11.357) afectando, luego de esa fecha, a su heredera con el alcance apuntado (arts. 3278, 3282, 3491 y 3492 del C.C.). Pero además, nuestro caso es de aquellos donde el cónyuge concurre con la descendiente sobre los bienes gananciales de la causante (supuesto de autos, ver Declaratoria de fs. 63, de expte. 19.262 “Salanueva María Graciela s/Sucesión Ab-intestato” que corre por cuerda), resultando el esposo excluido por los descendientes en su condición de heredero. En este punto, el art. 3576 del C.C. establece: "En todos los casos en que el viudo o viuda es llamado a la sucesión en concurrencia con descendientes, no tendrá el cónyuge sobreviviente parte alguna en la división de bienes gananciales que correspondieran al cónyuge prefallecido". Por ende, en relación a los bienes gananciales de la causante, técnicamente, el cónyuge supérstite –Sr. Rasmussen- no hereda no obstante su condición de heredero forzoso (conf. Solari, Néstor E., “Los bienes gananciales y la masa hereditaria”; Publicado en LLNOA 2007, noviembre, 987).



De allí que sólo sería pasible de ejecución el 50% indiviso del citado inmueble aunque tal supuesto, en mi opinión, resulta improcedente. Pues con ello “en definitiva se estaría recayendo parcialmente sobre el inmueble, violentando el fin perseguido por la norma que regula este aspecto del bien de familia” (CNCiv., Sala A, 17/9/84; citado por Belluscio-Zanoni en “Códigos Civil y Leyes complementarias”, T. 6, pág. 315, edit. Astrea).




Es que, la intención del legislador al permitir la constitución del bien de familia “ha sido la defensa del núcleo que existía al momento de su constitución” (CNCiv., Sala 1ra., 18/7/96; in re “Gerardo, Raquel”) que en esta instancia alcanza al Sr. Rafael o. Rasmussen, constituyente de dicha tutela. 



A todo evento se advierte que el Sr. Rafael O. Rasmussen no cambió su situación con el fallecimiento de su cónyuge. 



Conviene aquí repasar el régimen de responsabilidad de los cónyuges respecto a las obligaciones contraídas frente a terceros: así “la ley 11.357 -en sus arts. 5 y 6- estableció un sistema de separación de deudas y responsabilidades, en función del cual cada cónyuge responde con sus bienes por las deudas que contrae. Y con ello, queda delimitada la responsabilidad ante terceros de cada integrante del matrimonio por las deudas del otro, tomando en cuenta que dentro de la sociedad conyugal cada bien pertenece a su titular y responde por las deudas de éste, entendiéndose por titular de dominio a quien figura como tal en el Registro de la Propiedad” (CC0000 DO 87116 RSD-264-8 S 23-9-2008, sum B951290; CC0103 LP 235741 RSD-112-4 S 18-5-2004; sum. B202244; CC0201 LP 100462 RSD-101-3 S 15-4-2003, sum. B254861, entre otros). 



Es decir, que el art. 5 de la ley 11.357 establece el principio de “irresponsabilidad” del cónyuge que no ha sido parte en la convención. En autos y conforme se desprende de los antecedentes (ver demanda fs. 8, expte. 24.402 “Garcia Rujas, Demetrio y otros c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro ejecutivo” que corre por cuerda) la obligación cambiaria fue asumida en un marco comercial –pagaré suscripto por la Sra. Salanueva y su socio en el comercio denominado “Aloña Viajes S.A.”-, escapando a la excepción prevista por el art. 6 de la citada ley.



Sin embargo, “la limitación de responsabilidad que establecen los citados artículos, no resulta aplicable después de la disolución de la sociedad conyugal. De tal modo si la disolución se produce por muerte del cónyuge obligado (art. 1291 C.C), sus herederos suceden en la obligación, aunque los bienes que reciban sean de administración del otro cónyuge” (Belluscio, Augusto Cesar, “Responsabilidad de un cónyuge por las obligaciones contraídas por otro”, L.L., año 5, n°2, Marzo 2004, pág. 33). 



Con el fallecimiento de la Sra. Salanueva, la disolución de la sociedad conyugal actualizó la calidad de “ganancial” del inmueble embargado alcanzando sólo el 50% indiviso de aquél (art. 1315 del C.C.; este Tribunal expte. 8431, reg. int. 200 (R) del 14/12/2010) rigiendo con anterioridad el principio del art. 5 de la ley 11.357. 



Ello debido a que la muerte de uno de los cónyuges al tiempo que disuelve el vínculo matrimonial –art. 213 C.C.- produce dos efectos simultáneos: disuelve la sociedad conyugal y genera la apertura del sucesorio (conf. arts. 1291 y 3282 del C.C.) (conf. Silvina Cerra y María G. Vero, “Un punto de partida que conecta el régimen patrimonial del matrimonio y al régimen sucesorio” en Revista de Derecho Privado y Comunitario, 2008-2, pág. 284, Rubinzal Culzoni).



Pero el hecho que con la disolución de sociedad conyugal nazcan deudas no convierte al Sr. Rasmussen en coejecutado condenado en tanto el proceso donde se hizo lugar a la ejecución fue promovido únicamente contra la hija de la obligada omitiéndose dar intervención al citado recurrente, único titular y constituyente del bien de familia (art. 17 y 18 C.N.). 



Dicho de otro modo, hasta el día 1/9/2000 la deuda reclamada alcanzaba únicamente el patrimonio de la Sra. Salanueva (art. 5 ley  ley 11.357) luego y ya disuelta la sociedad conyugal (art. 1291 C.C.) el inmueble se encontraba amparado por el régimen de bien de familia (ver fs. 8, asiento 2) resultando por ende, indebida la cautelar trabada pues “el bien de familia no será susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal…”. (SCBA, C 84914, sent. del 2/7/2010). 

 

Ello torna inaplicable la jurisprudencia citada por el actor (fs. 15) en tanto el Sr. Rafael O. Rasmussen como describí, no heredó a su esposa ni resultó obligado originario de la deuda en ejecución (ver fs. 145 expte. 24.402, que corre por cuerda) (art. 36 Ley 14.394). 




Ante esta situación, estimo debe mantenerse la protección del bien de familia porque en el caso no se da el supuesto de excepción argumentado –deuda anterior a la constitución de la tutela- ni ningún otro (art. 38 Ley 14.394). 



E. Tal razonamiento me conduce a propiciar no solo la improcedencia de la pretensión esgrimida sino a dejar sin efecto el embargo indebidamente ordenado (ver fs. 8) (art. 220 del CPCC). Aún cuando obviáramos que registralmente el inmueble continúa en cabeza del Sr. Rasmussen, para éste la deuda contraída por su esposa resulta ajena y posterior a la constitución de la tutela legal (art. 5 Ley 11.357 y 3576 del C.C.). Téngase en cuenta, “que el bien de familia no será susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal…”. (SCBA, C. 84914, sent. del 2-7-2010). 



Corresponde por ende, dejar sin efecto el embargo trabado sobre el inmueble cuya nomenclatura catastral es la siguiente: Cir. I, Sección G, Manzana 8, Parcela 5-g, Subparc. 39, UF 39, Polígono 09-03, Inscripción de Dominio: Matrícula n°2200-39, embargado en los autos caratulados “Garcia Rujas Demetrio c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro Ejecutivo”, debiéndose librar a tal fin el correspondiente oficio al Registro de Propiedad Inmueble (arts. 220 del CPCC y 38 Ley 14.394).



Por estas consideraciones, a la cuestión planteada voto por la NEGATIVA.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Loiza votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Capalbo votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



Corresponde revocar la resolución de fs. 40vta., debiéndose dejar sin efecto el embargo trabado sobre el inmueble cuya nomenclatura catastral  es: Cir. I, Sección G, Manzana 8, Parcela 5-g, Subparc. 39, UF 39, Polígono 09-03, Inscripción de Dominio: Matrícula n°2200-39, embargado en los autos caratulados “Garcia Rujas Demetrio c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro Ejecutivo”, debiéndose a tal fin librar el oficio respectivo al Registro de Propiedad Inmueble (arts 34 inc. 4 y 220 del CPCC; 38 Ley 14.394), con costas al actor vencido (art. 68 CPCC). Asimismo, corresponde imponer un llamado de atención al letrado Dr. Adrián Kurz, por los fundamentos expuestos en el punto III A. de los considerandos (arts. 35 CPCC y 74 de Ley 5827). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).



ASI LO VOTO.-



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Capalbo votó en igual sentido por análogos fundamentos.



Con lo que termino el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea,  UNO    de marzo de 2011.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, se revoca la sentencia de fs. 40vta., debiéndose dejar sin efecto el embargo trabado sobre el inmueble cuya nomenclatura catastral  es: Cir. I, Sección G, Manzana 8, Parcela 5-g, Subparc. 39, UF 39, Polígono 09-03, Inscripción de Dominio: Matrícula n°2200-39, embargado en los autos caratulados “Garcia Rujas Demetrio c/Rasmussen, María Laura y otros s/Cobro Ejecutivo”, debiéndose librar a tal fin el oficio respectivo al Registro de Propiedad Inmueble (arts. 220 del CPCC y 38 Ley 14.394), con costas al actor vencido (art. 68 CPCC). Asimismo, impóngase un llamado de atención al letrado Dr. Adrián Kurz, conforme los fundamentos expuestos en el punto III A. de los considerandos (art. 35 CPCC y art. 74 Ley 5827). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 CPC). Devuélvase. 

   Dr. Oscar A. Capalbo                  Dr. Fabián M. Loiza 

     Juez de Cámara                          Juez de Cámara

                 Dr. Humberto A. Garate

                      Juez de Cámara

           Dra. Daniela M. Pierresteguy

                      Secretaria

